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    “Nosotros fabricamos sociedades, lo que sus dueños hagan con ellas después no es problema nuestro. Es como acusar a un herrero que fabrica cuchillas por los crímenes que se pudieran cometer con ellas”. (Ignacio de Posadas, ministro de Economía entre 1992 y 1995)1


     


    “No se puede juzgar al sistema financiero por sus eventuales patologías: ‘Cuántos cuchillos se han usado para cosas buenas y cuántos para degollar a un cristiano, y no por eso vamos a comer el churrasco sólo con tenedor’” (Luis Alberto Lacalle, presidente de la República entre 1990 y 1995)2


     


    “Yo no trabajo con la delincuencia del músculo, de la fuerza física. Esos no son mis clientes. Mi especialidad es la delincuencia de la inteligencia, del razonamiento, de las ideas. Es lo que Sutherland definió como ‘el delito de cuello blanco’ o ‘el delito de guante blanco’, y que involucra a un grupo de gente que antes, por lo general, no se criminalizaba… Y lo hago porque no me parecen conductas repudiables, y siento que las puedo defender”. (Carlos Curbelo Tammaro, abogado)3

  


  
    
      
        1 Búsqueda, “¿Fue el polvo blanco un blanco en el gobierno blanco?” 11 al 17 de junio de 2020. 
En: ‹www.busqueda.com.uy›. Consultado el 9 de agosto de 2024.

      


      
        2 Brecha, Roger Rodríguez, “Los secretos del bancotráfico”, 18 de abril de 1991. Página 7.

      


      
        3 El País, “Peirano dice que si un hijo trae sus problemas, es que ya no hay solución”, 19 de diciembre de 2002. Página 10.
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CAPÍTULO 1 
 El lavado de activos: un negocio criminal



    El lavado de dinero o de activos es el conjunto de acciones realizadas para la legitimación, ocultación o disimulación de la fuente o actividad económica criminal que originó las ganancias. Es un paso esencial en cualquier negocio criminal cuya finalidad tenga por delante utilizar en el mercado legal los ingresos obtenidos de forma ilegal. En estos casos, que son los más frecuentes, quienes cometen los crímenes buscan tener sus ganancias en regla, aunque los medios que generan esas mismas ganancias operan en la ilegalidad. Aquí radica la rentabilidad del negocio criminal y, por lo tanto, la importancia mayúscula que tiene el lavado de dinero.


    El lavado de dinero se comprende como un nodo o actividad delictiva en conexión con otros nodos o actividades delictivas. Las conexiones son tantas y de tantos niveles que se forma una malla de red que configura la complejidad del fenómeno y las dificultades para detenerlo. Para comprender esto es necesario echar mano al concepto de división del trabajo del crimen organizado. En el caso de las drogas ilegalizadas, campesinos de plantas naturales (amapola, hoja de coca, etc.), que por la caída de los precios del mercado o los subsidios estatales dejaron de cultivar aguacate (palta), se conectan con un grupo delictivo que coordina –generalmente con violencias– a los trabajadores rurales de una zona para vender la cosecha a una organización criminal más grande. Por otro lado, personas que ofician de químicos en la elaboración de drogas de diseño (metanfetaminas, por ejemplo) se conectan con laboratorios ilegales en el otro lado del mundo para importar principios activos (efedrina, por ejemplo). En esto, una amplia variedad de actores nacionales e internacionales participan en distintas actividades hasta que el producto llega a ofertarse en el mercado. Además de campesinos y químicos, hay distribuidores al menudeo o por mayor de materias primas, transportistas (de mulas a camiones, aviones, barcos) y comerciantes al por menor y por mayor de las sustancias. Además, obviamente, están quienes participan en la generación de las condiciones de protección del negocio con extorsión y plomo (guardias, sicarios, vigías, etc.) y dinero (compra de silencio, favores e información, etc.). Incluso están los protectores normativos, aquellos que ocupan cargos clave en una estructura institucional pública o privada y que, por ese lugar que tienen, pueden brindar protección al negocio criminal. Algunas ocupaciones clave están en: aduana, migración, fuerzas de seguridad pública, cuerpos de inspección de todo tipo (impositivos, supervisores de bancos, etc.), puertos, aeropuertos, etc.


     


    El lavado de dinero conecta delitos de poderosos (líderes y cúpulas de miembros de una organización criminal, pero también empresarios, políticos, profesionales y autoridades de alto rango en las fuerzas de seguridad pública) con delitos de débiles (pequeños vendedores o revendedores, campesinos, mulas, etc.). Los primeros protegen el capital y cuentan con privilegios de defensa y los segundos están desnudos de protección. Mientras los poderosos se disocian de la sangre derramada del negocio criminal que colaboran a generar y disfrutan de las ganancias ilegales que les deja, los otros tienen vidas breves porque son los primeros que enfrentan la muerte. Los ricos de poder son los favorecidos de la desigual distribución de la persecución penal.


    Las organizaciones criminales que funcionan como empresas (sea de drogas, trata, armas, autopartes, etc.), operan en varias jurisdicciones y tienen una extensa nómina de integrantes ordenados y jerarquizados. Están compuestas de profesionales, empresarios, políticos, funcionarios de las fuerzas de seguridad pública y otros actores en ocupaciones laborales formales en el sector privado o público. Pero claro, no todos quienes participan de mercados ilícitos son grandes empresas criminales. Hay grupos delictivos de baja organización o parcialmente organizados, de distinto tamaño y verticalidad, que operan en diferentes niveles (barrios, departamentos) y actividades (proveedores y/o comerciantes al menudeo) que están en contacto directo con el consumidor, el vendedor y los protectores del capital ya sea para lavar dinero o litigar en su defensa ante la Justicia. En cualquier caso, todos ellos, en distinto grado, necesitan lavar su dinero para poder usarlo. De ahí que el lavado de activos sea una actividad criminal fundamental. Esto significa que el negocio criminal no prospera en la clandestinidad o sin entrar en contacto con el mercado formal y las instituciones del Estado. En la creatividad criminal siempre aparecen profesionales o personas clave que actúan como porteros o llaveros de la cadena de valor empresarial del crimen.


    La fuerza de los mercados ilícitos


    La fuerza de los mercados ilícitos radica, aunque parezca contraintuitivo, en la prohibición y la criminalización de un amplio conjunto de transacciones de compra y venta de bienes y servicios. Es la combinación y multiplicación de operaciones económicas ilegales de mercancías legales o ilegales lo que hace rentable el negocio criminal.


    Asimismo, la fuerza de los mercados ilícitos también está en la articulación de miles y miles de delitos de poderosos y de delitos de débiles, en redes de jerarquía tejidas en el tiempo y el espacio internacional sobre los hombros de las ganancias de mercancías (drogas, armas, personas, etc.) ofertadas e intensamente demandadas a pesar de la ilegalidad. En otras palabras, la atracción del negocio está en el medio (la generación de ganancias abundantes en un mercado ilegal) y el fin (la introducción de la renta criminal en el mercado legal). Esto sucede tanto en la minería ilegal como en el robo de combustibles; en el contrabando de autopartes y en el tráfico de animales exóticos; y en otros tantos mercados ilícitos.


    Cualquier renta criminal debe lavarse para poder usarse en el mercado legal. Quienes venden unos pocos gramos de cocaína en alguna esquina del país o algunos productos de higiene o alimento de contrabando en la feria vecinal también lavan sus ganancias, aunque con seguridad lo hagan inconscientemente, al igual que quienes los ayudan a lavar el dinero. Pero no es de estos casos, del “chiquitaje”, de lo que nos interesa hablar aquí cuando se trata de dar cuenta de cómo se moviliza un mercado ilícito y cuáles son los efectos negativos que genera el lavado de dinero de mediana y gran escala.


    A menudo son las organizaciones criminales y sus líderes los que concentran la atención de las agencias de seguridad e inteligencia, así como de los medios de comunicación y la industria cultural (cine, series, libros, etc.). Los males y daños sociales se suelen atribuir a la mafia italiana o la organización de Medellín, a pesar de que la historia ha visto nacer y morir, cual bucle, a los Al Capone y los Pablo Escobar. O sea, los mercados ilícitos llevan siglos en la humanidad, pero se suele depositar el antagonismo en fragmentos fáciles de observar: personas y grupos delictivos. Enrabado con esto hay otro problema, está la creencia de que el eje rector y organizador del negocio criminal radica en la capacidad de ejercer extorsión, violencia y crueldad que tienen determinadas organizaciones. Pero de nuevo, la violencia de la Yakuza o de la organización de Sinaloa no perdura en el largo tiempo de la historia, de hecho, los grupos delictivos se reconfiguran. La desarticulación y detención de estas y otras organizaciones criminales y sus líderes puede haber llevado a la desaceleración temporal de la violencia territorial, pero ha tenido efectos marginales o nulos sobre los mercados ilícitos. Hoy, el mercado de la cocaína es extraordinariamente más rentable y atomizado que en la época del boliviano Roberto Suárez Gómez, el colombiano Pablo Escobar Gaviria o el mexicano Joaquín Chapo Guzmán. Y por el momento nada parece que vaya a cambiar la pujanza de los mercados ilícitos: drogas, madera, obras de arte, combustible, órganos de seres vivos, autopartes, piedras preciosas, animales exóticos, niñas, niños, etc.


    En el caso de las drogas, la evolución histórica no ha sido lineal pero siempre el mercado demostró sus fuerzas. Por ejemplo, las guerras del Opio de mediados de siglo XIX ubicaban al Imperio Chino en el lugar de la prohibición y a las potencias (fundamentalmente el Reino Unido) en el rol de la regulación comercial y, lisa y llanamente, de la imposición de la sustancia a través de la Compañía Británica de las Indias Orientales. Las guerras estallaron cuando, básicamente, los primeros intentaron controlar el contrabando británico, prohibir el consumo interno ante el crecimiento de los problemas de adicción y evitar que el déficit de pagos fuera cubierto con la compra involuntaria de opio. Medio siglo más tarde, ya con los liderazgos de Estados Unidos y sus movimientos conservadores, se realizaron las convenciones que derivaron en la prohibición del opio en la segunda década del siglo XX. Prohibición que, evidentemente, no es absoluta ni universal. La industria farmacéutica y el desarrollo científico continuaron su relación con el opio y las guerras fueron ventanas de consumo y de creación de sustancias. Razón por la cual el Tratado de Paz de Versalles de 1919 alude directamente a la necesidad imperiosa de controlar la trata de mujeres y niños, así como al tráfico del opio y otras drogas nocivas. Más de un siglo después, aunque se sabe hace décadas, parece claro que el prohibicionismo desarrolló una industria criminal pujante de una diversidad de sustancias psicoactivas de la que se beneficiaron una amplia gama de actores de poder en el sector empresarial, la política y las fuerzas de seguridad pública.


    Al menos durante la modernidad occidental, que es la era de la que podemos hablar aquí con cierta propiedad, la humanidad ha fracasado con total éxito en la mitigación de los negocios prohibidos y, por lo tanto, criminales.4 Instituciones como la Policía, la Justicia y la cárcel atienden las consecuencias de fenómenos complejos. En ellas se depositan objetivos (prevención del delito, por ejemplo) y tareas de las que no tienen conocimiento y para las que no están preparadas. No está en estas instituciones hacerse cargo de asuntos de seguridad que trascienden ampliamente sus esferas de acción. En esta dirección, más a menudo de lo que se reconoce, las falencias en seguridad están en la comprensión del problema y su abordaje, en la realización de las preguntas correctas, en la coordinación interinstitucional, en la búsqueda de soluciones en articulación con diversos saberes y en la construcción de evidencia confiable.


    La protección de los mercados ilícitos


    La fuerza de los mercados ilícitos también está en la protección que históricamente han recibido. Por una parte, varios de estos mercados son protegidos, a pesar de su ilegalidad e ilegítima competencia, cuando generan un nivel de violencia mínimo tolerado por la sensibilidad social, organizan un territorio complejo y, al mismo tiempo, expanden el acceso al consumo de bienes por medio de la disminución de los costos. Esto resulta de especial interés para el gobierno de turno y la política electoral, ya que se vincula con la satisfacción de la población y la pacificación de las comunidades. En este sentido, vale la pena prestar atención a la situación del contrabando de mercaderías en Uruguay. Llamativamente, esta es una actividad económica criminal desaparecida de la discusión pública sobre seguridad, a pesar de las grandes ganancias sucias que moviliza. Entre 2019 y 2022, en tan solo cuatro años, el valor de las mercaderías decomisadas por contrabando ascendió a más de 72 millones de dólares.5 Desconocemos lo que representa esta cifra en un negocio que, como todo crimen, no se deja captar en su totalidad. Sin embargo, podemos suponer que la millonaria suma incautada es solo la punta del témpano de hielo que forma las ganancias totales. ¿Por qué? Porque si la razón del contrabando se sustenta en su rentabilidad, estamos habilitados a hipotetizar que las ganancias de esta actividad criminal superan ampliamente los costos (incautación) y los riesgos (probabilidad de incautación). Esto tiene al menos dos derivaciones. Por un lado, un mercado ilícito millonario solamente se desarrolla y perdura en el tiempo con corrupción. Por otro lado, dado que una de las finalidades del negocio del crimen es la utilización de la renta generada, se necesita lavar el dinero sucio. Claro que todo esto no ocurre en la impunidad absoluta. Hay detenciones policiales, sentencias judiciales e incautaciones de mercaderías por este delito. No obstante, pese al volumen de los negocios que se evidencia por el nivel de los decomisos, entre los años 2019 y 2022 no existió ninguna condena por lavado de activos provenientes del contrabando. Entonces, volvemos a la premisa: la fuerza está en la prohibición del mercado y, como se desarrolla en el siguiente apartado, en la protección del capital.


    Junto con la cara de aspecto “invisible” de la protección de la que se habló en el párrafo anterior, está el derrame de dinero que producen los mercados ilícitos en quienes deberían impedirlo (fuerzas de seguridad pública, partidos políticos, poder burocrático y otros), pero hay otros factores que influyen en ciudadanos de a pie que no denuncian lo que ven y escuchan (por miedo, favores, ajustes de cuentas, etc.) y en comunidades gobernadas en cierta medida por organizaciones delictivas o por una clase dirigente condicionada voluntariamente o involuntariamente por estas organizaciones (gobernanza criminal) .


    Finalmente, la protección también viene dada por la organización histórica y los énfasis coyunturales de la política criminal y penal. Ello se expresa a través de leyes, reglamentos, instrucciones; medidas, estrategias y tácticas de seguridad; distribución de los recursos humanos, económicos y tecnológicos entre el amplio espectro de instituciones estatales que componen el sistema de seguridad pública de un país. En este entramado de complejidad, el lavado de dinero no ha sido atendido con la exigencia que requiere un grave problema social y delictivo, capaz de generar tragedias humanas como las que ocurren en una crisis económica o las que suceden en conflictos armados entre grupos delictivos.


    Entre delitos de cuello blanco y protectores del capital


    El lavado de dinero es abordado por la literatura sociológica y criminológica especializada bajo los conceptos de delitos de cuello blanco6 y, en general, los delitos de los poderosos.7 Fueron Willem Bonger y Edwin Sutherland, en ese orden, quienes hace un siglo dieron los primeros pasos de lo que hoy se conoce como el delito de cuello blanco.8 Estos son cometidos por personas de clase social alta que pertenecen o tienen capacidad de influir en el poder político y económico, incluso pueden hacer pesar sus intereses en el sistema judicial y en las fuerzas de seguridad pública. A medida que aumenta la concentración de poder, disminuye la probabilidad de ser detenidos por la Policía, involucrarse en un proceso judicial y ser condenados por la Justicia. Por esta razón, los delitos de cuello blanco gozan de mayor grado de impunidad que los delitos de cuello azul (obreros en ocupaciones manuales o de clase baja trabajadora).9 Sutherland identifica que los delitos de cuello blanco tienen su “portavoz”, una posición clave utilizada para influir en la distribución judicial y administrativa de la norma (desde sanciones hasta regulaciones burocráticas) y aconsejar sobre los métodos para pasar desapercibido, evitar sospechas y quedar impune.


    Lo dicho se emparenta con el protector del capital,10 una figura social con redes de confianza en el poder político y económico, así como con información privilegiada. Tienen capacidad de generar presión y se vinculan o forman parte de la élite del poder.11 A su vez, los protectores del capital tienen saberes especializados que les permiten elaborar estrategias y tácticas, legales e ilegales, disfrazadas de planes de negocios o servicios, que permiten defender a sus clientes y sus activos, así como a sí mismos. Operan en el nivel donde aparentemente no domina nadie,12 o sea, donde no se identifican responsables y no hay a quien reclamarle. Pero esto no es así. El éxito de su invisibilidad se debe a la eficacia de la neutralización asociativa entre ejercer daño y hacer sufrir con las tareas de oficina de profesionales de clase media y alta. Esta organización simbólica de lo imposible viene dada por la victoria de los protectores del capital en las tensiones culturales y penales para evitar que sus acciones sean canceladas moralmente y etiquetadas de delictivas. En esto entra de lleno la arquitectura normativa edificada por generaciones de legisladores representantes de partidos políticos votados por mayorías no beneficiadas por la protección del capital. Así las cosas, el éxito del mito de que nadie domina ha funcionado como seguro de impunidad de los protectores del capital y el resto de los delitos de cuello blanco.


    ¿Por qué importa controlar y vigilar los delitos de cuello blanco y qué tensiones tiene esto con la economía uruguaya?


    La persecución penal de los delitos de cuello blanco y de los protectores del capital se nos presenta como uno de los principales desafíos en materia de seguridad para enfrentar a los crímenes organizados nacionales e internacionales. Si el lavado de activos es una actividad fundamental para el desarrollo de los mercados ilícitos, su prevención, disuasión, represión y castigo es clave para mitigar la criminalidad y se haría, en principio, sin disparar una sola bala. Así, también, se contribuye a pacificar territorios a mediano y largo plazo.


    Controlar los delitos de cuello blanco y los negocios de los protectores del capital ayuda a prevenir, aunque parcialmente, las crisis económicas13 como la que Uruguay conoció de cerca en el año 2002. Posiblemente, un sistema preventivo de control de riesgos de delitos de los poderosos hubiera detectado a tiempo la debacle financiera y atenuado las consecuencias que llevaron a que miles de personas perdieran sus empleos, fuentes de ingresos y ahorros, y que aumentara la pobreza y la desigualdad de forma dramática. O sea, las consecuencias de los delitos de los poderosos pueden alcanzar un tamaño insospechado y un daño social muy costoso de reparar.


    Piénsese, por ejemplo, en cómo la corrupción privada y pública de grandes empresas legales y criminales amenaza los ya débiles regímenes democráticos de América Latina. Sobran los escándalos en la región al respecto: Odebrecht, OAS, Panamá Papers y las compras de protección de las organizaciones criminales, particularmente las dedicadas al tráfico de drogas ilegalizadas, a jefes de Estado y el resto de los niveles de gobierno. Por ejemplo, según datos del Departamento de Justicia de Estados Unidos, Odebrecht pagó más de 788 millones de dólares en sobornos, cifra que le reportó más de 3.300 millones de dólares en ganancias criminales entre los años 2001 y 2016. Para dimensionar esto, de acuerdo a algunos cálculos lineales, con alrededor de 120 millones de dólares al año (dos años y medio de sobornos de Odebrecht) se podría disminuir significativamente la pobreza monetaria de los hogares uruguayos con hijos menores de 2 años. Siendo un poco más ambiciosos, con cerca de 180 millones de dólares anuales (tres años y medio de sobornos de Odebrecht) se podría reducir al mínimo la pobreza monetaria de los hogares uruguayos con hijos menores de 6 años.


    El libro


    La obra es un cruce de caminos y saberes entre los autores. Se hizo bajo el convencimiento de que el lavado de activos es uno de los principales problemas silenciados que enfrenta el país desde por lo menos la década de 1970. Decimos silenciado porque la construcción de la plaza financiera abierta al capital internacional, por donde se filtra el dinero criminal, fue diseñada y aplicada para el desarrollo económico de Uruguay en el contexto de la dictadura militar y profundizada en la década de 1990. Con ello se benefició a parte de la clase dirigente, importantes sectores económicos locales y regionales, así como a un nicho de profesionales nacionales que motorizaron los servicios de protección del capital. Por lo tanto, importantes intereses se encargaron, y lo siguen haciendo, de minimizar el lugar del lavado de dinero uruguayo en los delitos de cuello blanco y en el crimen organizado internacional.


    El lavado de activos es uno de los principales problemas del Uruguay porque, como esperamos que quede claro con la lectura del libro, genera graves consecuencias en el desarrollo económico real de un país, debilita las instituciones republicanas, la democracia y su sistema de partidos políticos. A su vez, el lavado se vincula directamente con la inseguridad interna y los múltiples delitos y mercados ilícitos que la generan.


    El objetivo del libro es demostrar que el delito de lavado de activos es uno de los desafíos pendientes que tiene el país en materia de seguridad pública y bienestar social. Para ello, nos proponemos mostrar los efectos que tiene este delito en la inseguridad y en la convivencia social, la economía y las instituciones democráticas. Buscamos hacerlo de manera llana, trasladando y explicando conceptos con sencillez sin perder la robustez de los contenidos y los grandes debates que atraviesan.


    La obra se elaboró a partir de múltiples fuentes de información, nacionales e internacionales. Se analizaron expedientes judiciales, acusaciones fiscales, resoluciones de diversos organismos públicos, artículos de la prensa escrita digital online, evaluaciones, memorias anuales, informes estadísticos e investigaciones académicas. También se realizaron consultas a especialistas de diversos ámbitos, públicos y privados. Finalmente, no se puede obviar que dos de los autores del libro fueron protagonistas directos de la historia reciente de los organismos estatales antilavado uruguayos.


    Para cumplir con los propósitos señalados, en esta presentación se delimitó rápidamente el lavado de activos, su finalidad y el lugar clave que ocupa en la cadena de valor del negocio criminal. A su vez, el lavado de dinero fue problematizado junto con las condiciones que lo hacen posible y en relación con otros delitos (drogas, corrupción, contrabando, etc.) y sus mercados. Posteriormente, en el segundo capítulo, se profundiza en el lavado como un delito diferente en el menú criminal. Se describen sus características como delito autónomo y en relación con otros crímenes. También se desarrollan las resistencias que tuvo y tiene la incorporación del delito de lavado de activos en la legislación nacional.


    En el capítulo tercero, se delimita el marco general del contexto regional de riesgos, las tipologías de lavado de activos y las amenazas que enfrentan el país y América Latina. En el cuarto capítulo del libro se desarrolla de manera cronológica un conjunto heterogéneo de casos nacionales de lavado proveniente de actividades económicas ilícitas vinculadas con drogas, trata de personas, sobornos, metales preciosos y otros. En cada uno de estos casos se pueden leer las maniobras utilizadas para lavar dinero, la actuación del Estado y las debilidades nacionales de cada época para, en especial, prevenir y castigar delitos de lavado de activos. También se pueden dimensionar las magnitudes de los fondos económicos que mueve el mercado ilícito de la legitimación de capitales sucios y el lugar que en él ocupan los “vendedores de cuchillos”.


    En los siguientes capítulos se desarrolla la historia nacional y regional del control y la vigilancia del lavado de activos. Se profundiza en los movimientos internacionales de la industria del control del lavado de activos y en las presiones a Uruguay de organismos y presidentes de países desarrollados.


    Sobre el cierre de la obra dedicamos un capítulo a la situación actual del lavado de activos en Uruguay en clave de problemas y desafíos. El libro finaliza con reflexiones y recomendaciones, fruto de las conversaciones y discusiones que los autores mantuvieron durante los meses de trabajo.
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CAPÍTULO 2 
 Un delito diferente



    El lavado de activos requiere la existencia de una actividad ilegal previa en la que se generen los ingresos que luego se procuran insertar en el circuito legal. Hay siempre un delito anterior que no es cualquiera, sino que debe figurar en el listado de lo que la ley uruguaya define como delitos generadores o precedentes14 del lavado. Entre otros, en este listado de delitos se encuentran el tráfico de drogas y delitos conexos, tráfico ilícito de armas, de personas o de órganos, secuestro, extorsión, proxenetismo, defraudación tributaria o aduanera, contrabando, rapiña, hurto (en algunos casos con la condición de que superen ciertos montos).


    Después de cometido el delito precedente, hay una segunda actividad delictiva que es el lavado de activos propiamente dicho, que es otro delito, independiente del anterior, que tiene la particularidad de que se materializa en actos que de por sí no parecen ser ilegales. Esa es una afirmación que suena rara, pero pensemos que para lavar dinero se puede crear una sociedad anónima para recibir y manejar inversiones (activos legales y/o ganancias obtenidas en actividades delictivas). La creación de la sociedad es un actor legal. Es más, legalmente se pueden nombrar testaferros para ocultar a los titulares originales del dinero. Es posible armar un plan de negocios, montar una página de internet de la sociedad o su nombre fantasía y otras pantallas más en el marco de la ley. Todo esto lo realizan profesionales que tienen sus oficinas de trabajo a la vista de todas las personas. Estos profesionales, por ejemplo, un escribano, contador o abogado, arman una empresa utilizando una sociedad que tenía “guardada” para este tipo de uso, contrata prestanombres, abre y utiliza una cuenta bancaria, recibe transferencias del exterior y finalmente invierte en inmuebles.


    Nada de lo dicho es de por sí un delito en Uruguay, ni siquiera está prohibido, y eso dificulta el accionar del Estado. Tampoco constituye un delito el solo hecho de que alguien compre un auto, una casa o un campo o que haga inversiones o movimientos en el sistema financiero. Lo que transforma esos actos “comunes” en hechos delictivos es el origen de los fondos económicos utilizados, cuando estos fueron obtenidos en actividades ilegales. Por eso no es sencillo detectar un caso de lavado de activos. En otras palabras, comprar un bien (una casa, por ejemplo) o realizar un depósito bancario son visiblemente actos de aspecto legal, a diferencia de una rapiña, en la que de por sí la acción revela directamente la ilegalidad.


    Por ese motivo, los estándares internacionales incorporaron hace años lo que se conoce como “sujetos obligados”: actores de la sociedad que por la actividad económica que realizan pueden ser utilizados por los lavadores y a los que el Estado obliga a hacer un seguimiento básico de sus clientes y “avisar” si perciben algo raro. Estas obligaciones se asignaron en primer lugar a los bancos, luego a todo el sistema financiero, y posteriormente a actores no financieros (en nuestro país la lista es larga, cerca de 14 mil, e incluye entre otros a inmobiliarias, profesionales universitarios cuando prestan ciertos servicios, casinos, estudios que fabrican, venden y/o administran sociedades, partido políticos, iglesias, clubes deportivos, zonas francas, etc.). No se los incluye por ser sospechosos sino por ser potencialmente utilizables, y no se les exigen actividades de investigación sino el aviso o reporte ante situaciones que puedan considerar irregulares. Importa tener presente que, como el lavado de activos tiene un comportamiento dinámico donde los protectores del capital continuamente buscan las mejores oportunidades para lavar, la lista de sujetos obligados debe actualizarse constantemente con base en análisis de riesgos.


    Dentro de las obligaciones que se asignan a esos actores se destacan la necesidad de conocer adecuadamente a sus clientes (y a quienes eventualmente puedan estar detrás de ellos) y la realización de un seguimiento regular de sus operaciones para poder detectar eventuales situaciones anormales. Si de la confluencia de ambos elementos surgiera una sospecha razonable sobre la actividad de un cliente, los sujetos obligados deberán comunicarlo a las autoridades. Esta es una característica especial del sistema preventivo para el caso del lavado que, si funcionara bien –lo que implica que cada actor asuma sus obligaciones y cumpla con ellas– permitiría reducir el ingreso de fondos ilegales en esas actividades. No obstante, aun suponiendo ese buen funcionamiento, no ha sido históricamente la principal forma de detectar el lavado, ni en Uruguay ni en el mundo. Sí ha servido para elevar la percepción de riesgo sobre el delito de lavado de activos.


    Los casos tampoco surgen de denuncias policiales: en materia de lavado son muy escasas, entre otras razones porque es un delito que no tiene víctimas directas. La gran mayoría de los casos de lavado de dinero que llegaron a la Justicia de nuestro país, desde 2005 a la actualidad, surgieron de investigaciones reactivas: se generaron a partir de la investigación de un delito anterior en el que se habían obtenido las ganancias ilegales, tanto en el país como en el exterior.


    Delitos por “plata”


    Los delitos generadores del lavado tienen en común ser “delitos por plata”: se cometen para obtener ganancias. A esto se le conoce como renta criminal. Los delitos por plata tienen, necesariamente, que lavar las ganancias para poder utilizarlas. Ello requiere, justamente, que la renta criminal aparezca como obtenida lícitamente. Entonces, frente a cualquiera de esos delitos y, especialmente cuando son cometidos por organizaciones que permanecen en el tiempo, es importante analizar cuáles han sido históricamente los movimientos financieros, compras de alto valor e inversiones de sus autores. También importa averiguar por qué han estado generando plata ilegal en forma continuada y mediante qué mecanismos la lavaron.


    El día que policías, jueces, fiscales y otros actores asumieron que detrás de un caso importante de delitos por plata siempre hay lavado de dinero, se dieron las condiciones para que en Uruguay comenzaran a concretarse investigaciones, procesamientos y condenas por lavado de activos. Se juntó el convencimiento y la percepción de riesgo alta, con la voluntad y el compromiso de todos los actores del Estado. De esa forma, el lavado dejó de ser algo presente solamente en algún artículo de la normativa penal y en los artículos de la prensa, y se comenzó a comprender que todo crimen con fines económicos está acompañado del lavado de dinero, siendo la expresión más directa de la economía del delito.


    Para investigar no alcanza con las ganas


    Reconocer que un adecuado enfrentamiento al crimen organizado requiere seguir la pista a las rentas criminales es un primer paso fundamental, pero no alcanza para asegurar buenos resultados en investigaciones de lavado de dinero que tienen características especiales y objetivos múltiples:


     


    
      	Determinar el origen ilegal de los fondos.


      	Identificar, detener y enjuiciar a los responsables.


      	Determinar el monto del dinero legitimado.


      	Establecer la red de complicidades.


      	Aportar a la Justicia elementos probatorios.


      	Incautar los bienes y el dinero de origen ilícito.

    


     


    Cuando la investigación se inicia a partir del delito precedente lo normal es que los responsables estén identificados, esto constituye una ventaja comparativa con otros delitos en los que generalmente el primer objetivo es identificar al autor.


    En el caso del lavado de dinero, lo importante pasa a ser cuántos fueron los fondos ilegales legitimados y dónde están ahora, la metodología y la estructura utilizadas, y la eventual existencia de apoyos profesionales o institucionales. Se trata de un camino diferente al que recorren los investigadores ante otros delitos, sean secuestros, rapiñas o tráfico de sustancias ilegales. La atención se pone en seguir “la ruta del dinero” en un corte generalmente transversal de la economía, y por eso se requieren conocimientos especializados: financieros (operatoria bancaria, transferencias internacionales, etc.), contables, tecnológicos (modalidades de pagos virtuales, criptomonedas, etc.), jurídicos (herramientas societarias utilizadas para ocultar la identidad de los lavadores), en comercio exterior y muchos más. Aquí radica una de las complejidades de este delito, y también una de las dificultades para enfrentarlo puesto que un gobierno comprometido con la detección del lavado de dinero debería destinar más recursos humanos y económicos en comparación con, por ejemplo, perseguir penalmente una rapiña.


    La coordinación institucional


    Esa complejidad, y la existencia de una variedad de delitos precedentes, generan la necesaria participación de múltiples actores tanto en las fases de prevención, como de investigación, disuasión y represión. Como se verá, algunos de ellos tienen sus cometidos definidos específicamente en relación al lavado de dinero. Este es el caso de la Secretaría Nacional para la Lucha contra el Lavado de Activos y el Financiamiento del Terrorismo (Senaclaft), de la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF) del Banco Central y de la Fiscalía Especializada en Delitos de Lavado de Activos. Otras instituciones también tienen competencias, aunque más generales y, a veces, no directas, en relación al lavado de activos: Poder Judicial (Instituto Técnico Forense), Fiscalías especializadas en otros delitos (estupefacientes, económicos, homicidios), Policía Nacional (Dirección Nacional de Información e Inteligencia, Interpol, Dirección General de Represión al Tráfico Ilícito de Drogas) Dirección General Impositiva, Banco de Previsión Social, Aduanas, Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado, Ministerio de Economía y Finanzas (Dirección General Impositiva, Dirección Nacional de Zonas Francas, Dirección General de Casinos, Auditoría Interna de la Nación), Ministerio de Educación y Cultura (Dirección General de Registros, Autoridad Central de Cooperación Jurídica Internacional), Junta de Transparencia y Ética Pública y otros.


    La necesaria actuación conjunta de tantos organismos plantea un problema adicional: ¿cómo se logra una adecuada coordinación entre ellos que permita unificar esfuerzos y potenciar la complementariedad? Este no es un desafío menor, ya que se trata de promover una coordinación interinstitucional de carácter horizontal en estructuras de Estado concebidas tradicionalmente en base a un funcionamiento vertical. En palabras llanas, la coordinación horizontal interinstitucional se enfrenta contra chacras o feudos, conflictos y tensiones de poder, afanes de protagonismo personal, ambiciones individuales de carrera administrativa o política, intereses de grupos de poder, desconfianza entre actores, etc. Para tener éxito en esta tarea se necesita, en primer término, una fuerte voluntad política que permita alinear los objetivos y la acción de las distintas entidades. Por otra parte, la coordinación y la confianza que se requieren no se decretan, se construyen en el tiempo. Hablar de coordinación es relativamente fácil, lo difícil es concretar un funcionamiento interinstitucional eficaz, con actores comprometidos.


    Otro escollo es la formación especializada en lavado de dinero, ya que no es común que exista personal formado en esta materia dentro de las numerosas instituciones participantes. La capacitación es un asunto que se ha venido desarrollando lentamente con algunos cursos universitarios, de organizaciones privadas y la Senaclaft. Resulta imprescindible entonces asegurar una capacitación específica y permanente para todos los actores involucrados, y potenciar sus aportes en el marco de equipos de investigación multidisciplinarios que permitan aprovechar al máximo sus respectivos conocimientos y experiencias.


    Finalmente, debe asumirse que una investigación de lavado no puede empezar una vez que “explotó” la operación principal. Las investigaciones financieras y patrimoniales que permiten determinar qué se hizo con los fondos ilegales deben darse en forma paralela y simultánea con la investigación sobre dónde y cómo se generaban. Cuando se habla de empresas delictivas (y a eso se refiere el concepto de crimen organizado) no alcanza con los bienes que se encuentran al final de la investigación, sino que debe determinarse un conjunto de elementos claves: el destino de los flujos generados históricamente, los actores implicados, las inversiones realizadas y quienes colaboraron para posibilitar el lavado. Cuando explota la operación, cuando se detiene a los responsables, el conocimiento sobre los elementos clave debe estar lo más avanzado posible, tanto para las eventuales imputaciones penales como para asegurar la recuperación para la sociedad de los bienes apropiados por los delincuentes. Esto tampoco se decreta, tiene que ver con el convencimiento de que es la forma de asegurar mejores resultados, y nuevamente requiere altos niveles de confianza, ya que implica que mientras se procesa la investigación debe compartirse información sensible con otros actores.


    La información y la inteligencia son elementos fundamentales en ese proceso, pero además de su importancia en el desarrollo de las investigaciones, representan una forma de enfrentar al crimen organizado que reduce al mínimo la violencia, en momentos en que su presencia altera seriamente la vida de los ciudadanos. Enfrentar el lavado de dinero es atacar la economía de las organizaciones delictivas, su razón de ser. La efectividad de las acciones depende de la inteligencia y la capacidad de análisis aplicadas, mientras como contracara, en principio, cabe esperar niveles muy bajos de violencia.


    ¿Y la prueba?


    El lavado de activos no es solamente un delito difícil de detectar y de investigar, sino que además es muy trabajoso probarlo en el plano judicial: es absolutamente excepcional que se cuente con una confesión o una prueba directa como lo sería una filmación en el caso de una rapiña o una huella digital en un secuestro.


    Debe tenerse en cuenta que la prueba requerida incluye demostrar que los fondos provienen de uno de los delitos que nuestra ley establece como precedentes del lavado de activos. También debe probarse que los involucrados conocían ese origen ilícito, algo que difícilmente acepten. Por estas razones, se requieren mecanismos eficaces de investigación y una elaboración rigurosa de la prueba basada necesariamente en una intensa labor de inteligencia policial y financiera.


    Con respecto a los mecanismos de investigación, son sin duda útiles las técnicas tradicionales: vigilancias, allanamientos, interrogatorios de testigos y sospechosos, etc. No obstante, en la persecución de un delito sofisticado y caracterizado por el ocultamiento y por su canalización a través de actividades que en sí mismas no son ilegales, tienen un rol central otras técnicas de investigación de carácter especial. Su importancia es reconocida a nivel internacional y han sido incorporadas a la normativa uruguaya en forma progresiva,15 destacándose entre ellas:


     


    
      	Entrega vigilada: consiste en que a requerimiento de la fiscalía el tribunal penal competente pueda autorizar que remesas ilícitas o sospechosas de ciertos bienes o sustancias (incluyendo dinero en efectivo y metales preciosos) entren, circulen o salgan del territorio nacional, con el conocimiento y bajo la supervisión de las autoridades competentes, con el propósito de identificar a las personas y organizaciones involucradas en la comisión del lavado de activos o sus delitos precedentes.


      	Vigilancias electrónicas: habilita la posibilidad de que a solicitud de la fiscalía el juez competente autorice la utilización de todos los medios tecnológicos disponibles (incluyendo las escuchas telefónicas) a fin de facilitar el esclarecimiento de hechos y responsabilidades en casos de lavado de activos y las actividades delictivas precedentes.


      	El colaborador: implica la posibilidad de que la fiscalía acuerde una reducción de pena con una persona que haya incurrido en delitos que sean competencia de los Juzgados Especializados en Crimen Organizado a cambio de una colaboración que resulte relevante para la identificación y enjuiciamiento de otros delincuentes, para posibilitar la recuperación de bienes o para desbaratar organizaciones o grupos dedicados a ciertas actividades delictivas; es condición necesaria para la realización de ese acuerdo que el colaborador abandone la actividad delictiva.


      	Agentes encubiertos: prevé la posibilidad de que, a solicitud de la fiscalía, los Juzgados Especializados en Crimen Organizado autoricen en ciertas condiciones a funcionarios públicos a actuar bajo identidad supuesta como infiltrados en organizaciones delictivas. 
Mediante estas y otras herramientas es posible recolectar indicios y evidencias, pero como ya se mencionó, en materia de lavado de activos es excepcional la existencia de pruebas directas (sea confesión, prueba documental o pericial), y juega un rol fundamental lo que se conoce como prueba indiciaria.

  
 

     


    La prueba indiciaria o prueba indirecta es aquella que mediante la demostración de ciertos indicios permite deducir la ejecución del hecho delictivo y/o la participación en el mismo.


    Contrariamente a lo que muchas veces se afirma, no se trata de una mera recolección de indicios seleccionados y ordenados con un fuerte componente subjetivo sino de una herramienta sólida en tanto se cumplan ciertas condiciones: a) que los indicios sean múltiples y estén plenamente comprobados, b) que haya una clara interrelación entre ellos y no estén rebatidos por otros de signo contrario, c) que la sentencia no solamente los exponga sino que haga explícito el razonamiento a través del cual, partiendo de esos indicios, se ha llegado a las conclusiones sobre los hechos y sus responsables.


    La importancia y validez de la prueba indiciaria fue fundamentada por el abogado Jorge Díaz Almeida (en ese momento titular del Juzgado Letrado en lo Penal de 4° Turno de Montevideo) en un fallo del año 2007 en el que citaba una sentencia de 2005 en la que la Sala Segunda del Tribunal Supremo de España afirmaba: “...pretender contar con prueba directa de cargo, es apostar a la impunidad de estas conductas desde una ingenuidad inadmisible y como ya ha tenido ocasión de declarar esta Sala, la prueba indiciaria ni es prueba más insegura, ni subsidiaria ni menos garantista que la prueba directa y, por el contrario es la más idónea en casos de tráfico de drogas como ya se recoge en términos claros en el art. 3 apartado 3 de la Convención de Viena contra el tráfico de estupefacientes en términos inequívocos...”.


    En ese mismo fallo (Expediente IUE 96-377/2007) el abogado Jorge Díaz, también citando a la jurisprudencia española, destacaba que los indicios más relevantes para determinar la existencia de lavado de activos son tres, y deben verificarse en forma simultánea:


     


    
      	incremento inusual del patrimonio, que ponga de manifiesto operaciones extrañas a las prácticas comerciales ordinarias;


      	inexistencia de negocios lícitos que justifiquen el incremento patrimonial o las transferencias de dinero realizadas;


      	constatación de algún vínculo o conexión con una actividad delictiva definida como precedente del lavado o con personas o grupos relacionados con las mismas.

    


     


    En aplicación de estos fundamentos, Díaz dispuso el procesamiento de una persona por una de las variantes del lavado de activos previstas en la legislación uruguaya. Importa destacar que ese procesamiento fue apelado y que el Tribunal actuante lo confirmó y destacó que “el presente caso constituye una excelente demostración de que garantías y eficacia no son inconciliables”.


    Como ya se ha destacado, las características especiales de este delito obligan a profundizar en la detección de hechos no siempre visibles y, sobre todo, en demostrar que los actores centrales tenían conocimiento del origen delictivo de los fondos movilizados. Son investigaciones difíciles, necesariamente prolongadas, generalmente reservadas, en las que es imprescindible no solo comprobar los hechos sino interpretarlos adecuadamente para establecer los vínculos que permitan transformarlos en pruebas.


    Las resistencias al delito de lavado de activos


    No hay duda de que la conciencia de los riesgos asociados al lavado de activos, y una decidida voluntad de preservar a la sociedad de sus efectos, son componentes necesarios de cualquier estrategia seria en esta materia. Sin embargo, no pueden desconocerse las resistencias que deben enfrentarse a la hora de definir e implementar esas estrategias.


    Connotados profesionales del derecho liberal han cuestionado el delito de lavado de activos desde distintos ángulos. Por ejemplo, en el prólogo de un libro de Raúl Cervini y Gabriel Adriasola de 2010, el abogado Gonzalo Fernández manifestó que el lavado de dinero es una imposición del “derecho penal imperial, que se exporta desde los países centrales hacia el margen”, y “un invento artificial suficientemente comprendido en la modalidad del encubrimiento real”.16 En esta línea, en noviembre de 2016, en las discusiones previas a la aprobación de la Ley Integral contra el Lavado de Activos de 2017, el abogado German Aller comparó el “tacto rectal” con las tareas que deben llevar adelante los sujetos obligados para conocer a sus clientes. Ricardo Pérez Manrique, que participaba del mismo seminario internacional de derecho penal donde Aller se refirió a uno de los exámenes que hacen los urólogos para detectar problemas de próstata, redobló la apuesta al decir que “los abogados tenemos una larga historia de ser perseguidos y hoy lo somos, en plena democracia. Se nos pide traicionar al cliente. El abogado que recibe en su despacho al cliente … tendrá que hacerle prácticamente una tomografía computada, por no decir un tacto rectal”.17 Por su parte, Juan Carlos Fernández Lecchini elaboró un informe18 acerca del, en ese entonces, proyecto de ley sobre lavado de activos de noviembre de 2016 destacando que “el proyecto termina restringiendo el derecho de ejercicio de la abogacía, el derecho de defensa, la obligación de secreto y el derecho al secreto, la función de patrocinio, asistencia y asesoramiento”. Estas son algunas de las críticas y opiniones realizadas al delito de lavado de activos y la ley de 2017. No se pretende aquí ser exhaustivos con las posiciones y discusiones planteadas en su momento, ya que desviaría los contenidos de los objetivos trazados en este libro. No obstante, cabe decir algunas pocas líneas para no quedarnos en silencio.


    La realidad obliga a reconocer que el delito está incorporado a la legislación uruguaya desde los últimos años del siglo pasado. En segundo lugar, es claro que la especificidad del sistema preventivo asigna a diversos actores de la sociedad civil obligaciones que no se relacionan directamente con su actividad comercial o profesional central. Se trata de cargas adicionales que, si bien pueden referirse a un compromiso con necesidades del conjunto de la sociedad, generan resistencias que muchas veces se traducen en acciones tendentes a disminuir las obligaciones, trasladarlas a otros actores o directamente incumplirlas, sea actuando individualmente o en forma corporativa. De todas maneras, corresponde aclarar que los artículos de la ley de lavado de 2017 que regulan las obligaciones de los contadores, escribanos y abogados fueron consensuados con los respectivos colegios o asociaciones y protegen especialmente el derecho de defensa de los clientes de estos profesionales.


    Estas resistencias plantean al Estado uruguayo varios desafíos a los que no siempre ha respondido adecuadamente:


     


    
      	Si las características especiales del delito de lavado marcan la necesidad de la existencia de los “sujetos obligados”, esto no puede implicar que el Estado les asigne responsabilidades si no cumple, antes que nada, con las que le son propias. En este, como en todos los delitos, la responsabilidad central es del Estado y no es posible trasladarla a los actores privados, que ciertamente deben cooperar con él, pero no sustituirlo.


      	Qué obligaciones se asignan y a quiénes. Exige un adecuado análisis sobre dónde están los principales riesgos y cómo deben ser enfrentados, en un proceso en el que se requiere equilibrio y sentido común. Debe descartarse la tentación de incrementar innecesariamente el número de actividades a las que se les trasladen obligaciones, o que estas sean de difícil cumplimiento. El “cómo” cumplirlas siempre debe surgir de un análisis compartido del que se desprenderá el apoyo que el Estado puede brindar tanto en lo referido a racionalización de procedimientos como a la capacitación requerida.


      	En relación con lo anterior, cuando mediante normas legales se asignan este tipo de obligaciones, debe indefectiblemente realizarse una adecuada supervisión de su cumplimiento. De no ser así, se transmite la peor idea: el Estado amablemente traslada responsabilidades, pero no importa si se cumplen o no. Y si hay supervisión, debe quedar clara la diferencia entre cumplir o no con la ley, y esto implica en primer lugar definir y aplicar efectivamente un régimen razonable de sanciones; y en segundo lugar, la incorporación de incentivos que promuevan el cumplimiento.

    


     


    Finalmente, no se puede cerrar el capítulo de resistencias sin mencionar nuevamente a los “protectores del capital” y su rol, antes, durante y después del proceso en que se concreta el lavado de activos. Está claro que ellos facilitan el lavado de activos en su rol de asesores, creadores de estructuras societarias o implementadores de mecanismos de ocultamiento. Está claro también que su conocimiento especializado, les brinda a los delincuentes las vías para legitimar de la mejor manera las ganancias obtenidas, pudiendo disfrutarlas y permaneciendo impunes. Pero, además, se trata de actores que suelen tener influencia en los ámbitos del Estado donde estos temas se resuelven, tanto por ocupar directamente cargos relevantes como indirectamente generando opinión o ejerciendo presión sobre quienes deben definir las normas y supervisar su cumplimiento.


    Finalmente, está claro también que, por diversas razones, en nuestro país la actividad de estos “protectores” históricamente no ha estado sujeta a una reglamentación adecuada (por lo menos hasta la aprobación de la ley integral de lavado de 2017), ni se ha supervisado intensivamente su actividad ni tampoco se ha logrado sancionar efectivamente los incumplimientos, tanto en el ámbito administrativo como en el penal. Este es un punto fundamental para discutir y encarar en el futuro si queremos combatir efectivamente la prestación de servicios a las actividades ilícitas.


    El lavado es un delito de los poderosos, y el poder tiene muchos mecanismos para defenderse.
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